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b. Estudio de casos
Ingresando ya al tramo final de este análisis, y en lo relativo al financiamiento de este tipo de procesos, los antecedentes registrados resultaron preocupantes. Sólo en la mitad de ellos los fondos necesarios para garantizar el adecuado desarrollo de la acción revocatoria fueron provistos adecuadamente, siendo afrontados por el municipio o comuna correspondiente de conformidad con lo dispuesto por el artículo 170 de la Ley Orgánica Municipal vigente en la actualidad. Sin embargo, en los restantes casos quedó en claro que los gastos generados con la puesta en marcha del proceso, estuvieron a cargo de los integrantes de los diferentes organismos electorales, habiendo sido asumidos a título personal durante su desarrollo, a pesar de haberse efectuado los requerimientos pertinentes a las autoridades municipales o comunales; y sólo una terecera parte de ellos obtuvo un reintegro posterior por las erogaciones efectuadas. La gravedad de esta situación se manifiesta en todas sus dimensiones si tenemos en cuenta que en muchos casos los presidentes de las Juntas Electorales locales son Jueces de Paz cuyas retribuciones como tales no se caracterizan por su onerosidad, a lo que cabe agregarle que de acuerdo con el régimen constitucional vigente, no gozan de estabilidad en sus cargos siendo sus mandatos de cinco años, período después del cual necesariamente requieren de una nueva designación por parte del Poder Ejecutivo provincial con el respectivo acuerdo de la Legislatura
. Todo esto pone de manifiesto la precariedad en la que se encuentran no sólo quienes tienen que garantizar el normal desarrollo de los institutos de democracia semidirecta a nivel municipal o comunal, sino también el habitante del interior cuya voluntad popular puede ser severamente violentada de diferentes y variadas maneras. Y esto también hace a la existencia de una auténtica forma de gobierno democrática y republicana, exigencia ésta contenida en la Constitución de la Provincia (Arts. 180 y 184). 

� Córdoba, Constitución de la Provincia, Art. 169; y Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 8435, Art. 39.





